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PEREIRA - RISARALDA


SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, marzo veinte de dos mil nueve.
Acta Nº 0018 de marzo 20 de 2009.

Siendo las cinco de la tarde (5:00 p.m.) de esta fecha, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira se constituye en audiencia pública para resolver el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la parte demandante respecto de la sentencia del 23 de octubre del año anterior dictada por el señor Juez Tercero Laboral del Circuito de Pereira en el proceso ordinario que promueve el señor ALVARO OBDULIO MUÑOZ contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.

La Sala en sesión previa revisó y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado Ponente, que corresponde a la siguiente,

SENTENCIA 
Contando con asesoría de mandataria judicial, pretende el demandante que se declare que tiene derecho a la  pensión de vejez conforme a lo establecido en el Acuerdo 224 de 1966 y, consecuentemente se ordene al ISS pagar la pensión de vejez desde el 3 de febrero de 1990, más los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la ley 100 de 1993 y las mesadas ya causadas, debidamente indexadas más las costas procesales.

El sustento fáctico de tales pedidos, se sintetiza en lo siguiente:

El demandante nació el 3 de febrero de 1930, tenía cotizadas, antes del 18 de abril de 1990, un total de 510,2857 semanas, cumpliendo el 3 de febrero de esa misma anualidad la edad de 60 años.

Al adquirir el status de pensionado, al promotor del litigio le era aplicable el Acuerdo 016 de 1983, que disponía que se adquiriera la pensión por haber cotizado 500 semanas en los 20 años anteriores a la solicitud.

Indica que para el caso concreto, resulta inaplicable el Acuerdo 049 de 1990, pues al momento de su entrada en vigencia, ya el demandante había adquirido su status de pensionado. Se agotó la reclamación administrativa. 

Mediante auto del 28 de noviembre de 2007, se admitió la demanda y se dio traslado a la entidad demandad, la que allegó contestación por medio de portavoz judicial, en la que se pronunció respecto a los hechos, se opuso escuetamente a las pretensiones y propuso como medio exceptivo de defensa los de “Prescripción” e “Inexistencia del derecho pretendido”.

A continuación se adelantó la audiencia de que trata el artículo 77 del Estatuto Procesal Laboral, sin que se lograra la temprana composición del pleito, no se adoptaron medidas de saneamiento y se tuvo por acreditado el hecho 1 de la demanda, centrándose el debate probatorio respecto a los demás. Se decretaron las pruebas que interesaron a las partes y las que estimó pertinente el Despacho.
Una vez allegados los elementos probatorios decretados, se profirió el fallo de primer grado, en el que se negaron las pretensiones, al observar que el actor no cumplía con los presupuestos exigidos en el Acuerdo 224 de 1966, pues no cuenta con 500 semanas en los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad.
Dicha decisión fue apelada por la togada que representa judicialmente al actor, manifestando que éste, al haber cumplido la edad mínima el 3 de febrero de 1990, quedó incurso en lo establecido en el Decreto 1900 de 1983, que exige la cotización de 500 semanas en los 20 años anteriores a la solicitud, presupuesto que se cumple en el caso concreto.
Concedido el recurso, se remitieron las diligencias a esta Sala, donde se dispuso el trámite legal.
Se procede a resolver lo que en derecho corresponda, previas las siguientes

CONSIDERACIONES
Competencia.

Esta Judicatura es la competente para desatar el recurso de apelación presentado por la apoderada judicial de la parte actora, conforme a los factores territorial y funcional.

Problema jurídico.

Corresponderá determinar a la Colegiatura, si en el presente asunto es posible la aplicación del Decreto 1900 de 1983, que aprobó el Acuerdo del ISS No. 016 de la misma anualidad y, en caso positivo, determinar los presupuestos allí exigidos y su contabilización.
Según se extracta de la narración fáctica presentada en el libelo demandatorio y la partida de bautismo anexada con éste –fl.9-, el actor nació el 3 de febrero de 1930, por lo que cumplió 60 años de edad en la misma fecha del año 1990. Se hace esta precisión, para decir que, efectivamente, como lo narra la apelante, al actor le es aplicable el referido Decreto 1900 de 1983, que modificó el artículo 11 del Acuerdo 224 de 1966, aprobado por el Decreto 3041 de la misma anualidad, el cual establece los presupuestos para adquirir la pensión de vejez.

Y se dice que sí es aplicable el referido cuerpo legal, toda vez que el mismo perdió vigencia el 18 de abril de 1990, momento para el cual el señor Muñoz ya había alcanzado el status de pensionado.

El mencionado Acuerdo 016, aprobado por el Decreto 1900 de 1983, estableció en su artículo 1º:

“Artículo primero. El literal b) del artículo 11 del Acuerdo 224 de 1966, quedara así:
 
Artículo 11... b) Haber acreditado un mínimo de 500 semanas de cotización, pagadas durante los últimos 20 anos anteriores a la fecha de la solicitud, o haber acreditado un mínimo de 1.000 semanas de cotización, sufragadas en cualquier tiempo” (negrillas y sublineado para destacar).
Por su parte, el literal b) original del Acuerdo 224 del 66, establecía:
“b) Haber acreditado un numero de 500 semanas de cotización pagadas durante los últimos 20 años anteriores al cumplimiento de las edades mínimas, o haber acreditado un número de un mil semanas de cotización, sufragadas en cualquier tiempo”. (destacado de la Sala).
Se observa la diferencia entre uno y otro cuerpo legal, pues en el texto original del Acuerdo 224, se establecía que las 500 semanas para acceder a la pensión de vejez, debían haber sido cotizadas en los 20 años que antecedieron al cumplimiento de la edad mínima, esto es, en el caso de los hombres, entres sus 40 y 60 años, presupuesto que fue replicado por el Acuerdo 049 de 1990. Por su parte, el legislador excepcional de 1983, modificó tal presupuesto estableciendo que esos 500 septenarios debieron ser aportados en los 20 años que antecedieron a la solicitud, sin miramiento alguno al presupuesto de la edad, siempre que se hubiera cumplido la edad mínima exigida por la ley.

Pero se establece un presupuesto que implica la actividad del interesado, consistente en la elevación de la solicitud de reconocimiento a la entidad, punto desde el cual ha de contabilizarse, hacía atrás, 20 años, para mirar si el actor cuenta con las 500 semanas. 
En el presente caso, según se desprende de la Resolución No. 009285 de septiembre de 2007 –fl. 8-, la solicitud del reconocimiento de la prestación pensional, apenas se hizo el 25 de junio de esa anualidad, por lo que contabilizando 20 años hacía atrás nos remontaría al 25 de junio de 1987, período en el cual, según la historia laboral allegada al infolio –fls. 37 y ss-, el actor no hizo cotizaciones, por lo que no le asiste el derecho.

Es que el hecho de que al momento de entrada en vigencia del Acuerdo 049 de 1990, el promotor del litigio contara con más de 500 semanas, no es garantía del reconocimiento de la pensión bajo los lineamientos del referido decreto 1900 de 1983, como parece entenderlo la recurrente, pues según el mismo cuerpo legal, era indispensable haber efectuado la respectiva reclamación ante el ISS para haber contabilizado los 20 años hacía atrás y determinar si contaba con la densidad exigida.
Le da la togada apelante una interpretación errónea a la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia que cita, pues la misma establece que el régimen legal del Decreto 1900 de 1983, es aplicable, con posterioridad a la entrada en vigencia del Acuerdo 049 de 1990, a quienes contabilizaran más de 500 semanas antes del 18 de abril de 1990, mas por ese sólo hecho, no se concedía la pensión de vejez, sino que era necesario cumplir con los presupuestos como lo estableció esa legislación, lo que implicaba la solicitud y la contabilización de 500 semanas en los 20 años anteriores a ella, lo que en el sub-lite no se cumple.

Ilógico fuera interpretar tal legislación en forma diversa, pues se estaría suprimiendo el presupuesto de la solicitud al ISS y, bastaría con haber aportado 500 semanas en cualquier tiempo anterior a la entrada en vigencia del Acuerdo 049 de 1990, lo que carece de sentido y repercutiría gravemente en la estabilidad del sistema pensional.
En síntesis pues, la aplicabilidad del régimen pensional establecido en el Decreto 1900 de 1983, está supeditado a que el afiliado haya cotizado 500 o más semanas antes de la entrada en vigencia del Acuerdo 049 de 1990 y, para acceder a la pensión de vejez, es menester que los 500 septenarios estén dentro de los 20 años anteriores a la solicitud. Este último presupuesto no se cumple en el caso del demandante, como se vio,  pues en el lapso transcurrido entre el 25 de junio de 1987 y la misma fecha del 2007 –fecha de la solicitud- no tiene aportes al sistema de seguridad social.

Además de lo anterior, si se analiza el asunto bajo la óptica del Acuerdo 224 de 1966, esto es, verificando el cumplimiento de las 500 semanas en los 20 años que anteceden al cumplimiento de la edad mínima, el resultado no varía, tal como lo concluyó el Juez a-quo, pues en este interregno el actor apenas cotizó 473 semanas, cifra inferior a la exigida. 
Así las cosas, se ha de confirmar la decisión revisada, con las aclaraciones consignadas en el cuerpo de este proveído.  
Costas en esta sede a cargo de la parte que apela.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

FALLA
CONFIRMAR la sentencia apelada, pero por los motivos aquí expuestos.
Costas en esta sede a cargo del impugnante.
No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se da por terminada y en constancia se firma el acta por quienes en ella intervinieron.

Notificada en estrados. 

Los Magistrados,
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON 


HERNÁN MEJÍA URIBE
LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria

[image: image1.png]_1174924608

